
 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 

 
TRIBUNAL SUPERIOR 

DISTRITO JUDICIAL DE CÚCUTA 
SALA PENAL DE DECISIÓN 

 
 

Radicado No. 54-001-22-04-000-2023-00127-00. 

Cúcuta, diecisiete (17) de marzo del año dos mil veintitrés (2.023). 

 

Por el presente auto se ADMITE la solicitud de tutela instaurada por el doctor OMAR 
JAVIER GARCÍA QUIÑONES APODERADO JUDICIAL DE LA SEÑORA ELIZABETH 
MARTÍNEZ LAVERDE Y DE SU HIJO THUBAL ALEJANDRO CONTRERAS MARTÍNEZ 
en contra de la REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL por presunta 
vulneración al derecho fundamental al debido proceso, ordenándose lo siguiente:  
  
1º.- OFÍCIESE al REGISTRADURÍA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL para que dentro del 
término de DOS (2) DÍAS, contados a partir del recibo de la comunicación, proceda a dar 
dentro del marco de sus competencias, la explicación con respecto a los hechos objeto de 
demanda de tutela, y ejerza su derecho de contradicción y defensa, debiendo informar 
sobre lo referido y pretendido por el actor, aportando las respectivas constancias de 
notificación. DEBERÁ ALLEGAR COPIA DE CADA UNA DE SUS AFIRMACIONES. 
 
2º.- VINCULAR a los DELEGADOS DEL REGISTRADOR NACIONAL DEL ESTADO 
CIVIL EN NORTE DE SANTANDER Señores JOSE DEL CARMEN ORTIZ RANGEL y 
JESUS ENRIQUE ROLON ROLON para que dentro del término de DOS (2) DÍAS, contados 
a partir del recibo de la comunicación, proceda a dar dentro del marco de sus competencias, 
la explicación con respecto a los hechos objeto de demanda de tutela, y ejerza su derecho 
de contradicción y defensa, debiendo informar sobre lo referido y pretendido por el actor, 
aportando las respectivas constancias de notificación. DEBERÁ ALLEGAR COPIA DE 
CADA UNA DE SUS AFIRMACIONES. 
 
Para que por su intermedio se notifique a la SEÑORA INIRIDA MARIA NIÑO ROLON y 
SEÑORES JOSE DARIO CASTRO URIBE (GERENTE DEL TALENTO HUMANO) Y 
NICOLAS FARFAN NAMEN (REGISTRADOR DELEGADO EN LO ELECTORAL), 
 
3º.- VINCULAR al señor JOSE DEL CARMEN ORTIZ RANGEL para que dentro del 
término de DOS (2) DÍAS, contados a partir del recibo de la comunicación, proceda a dar 
dentro del marco de sus competencias, la explicación con respecto a los hechos objeto de 
demanda de tutela, y ejerza su derecho de contradicción y defensa, debiendo informar 
sobre lo referido y pretendido por el actor, aportando las respectivas constancias de 
notificación. DEBERÁ ALLEGAR COPIA DE CADA UNA DE SUS AFIRMACIONES. 
 
Haga su defensa contra las manifestaciones de acoso y demás informadas por la 
actora. 
 
ADEMAS INDIQUE: 
  

• SI HA INFORMADO POR ESCRITO O POR CORREOS ELECTRÓNICO A LA 
REGISTRADURIA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL SI LA SEÑORA ELIZABETH 
MARTINEZ LAVERDE ESTABA OBSTACULIZANDO PROCEDIMIENTOS 
PROPIOS DE SU OFICINA O REALIZANDO ACTUACIONES FRAUDULENTAS, 
O HA PRESENTADO QUEJA ALGUNA CONTRA LA ACTORA. 

 
 



4º.- VINCULAR a los REGISTRADORES ESPECIALES EDDY AURORA MORANTES 
ARIAS Y EL SEÑOR DIOMAR ALONSO VELASQUEZ BASTOS para que dentro del 
término de DOS (2) DÍAS, contados a partir del recibo de la comunicación, proceda a dar 
dentro del marco de sus competencias, la explicación con respecto a los hechos objeto de 
demanda de tutela, y ejerza su derecho de contradicción y defensa, debiendo informar 
sobre lo referido y pretendido por el actor, aportando las respectivas constancias de 
notificación. DEBERÁ ALLEGAR COPIA DE CADA UNA DE SUS AFIRMACIONES. 
 
 
5º.- VINCULAR al COLEGIO CALASANZ CÚCUTA para que dentro del término de DOS 
(2) DÍAS, contados a partir del recibo de la comunicación, proceda a informar si el menor 
THUBAL ALEJANDRO CONTRERAS MARTÍNEZ estudia en el colegio y que grado cursa. 
 
 
6º.- VINCULAR al CENTRO CLÍNICO AVICENA para que dentro del término de DOS (2) 
DÍAS, contados a partir del recibo de la comunicación, proceda a dar dentro del marco de 
sus competencias, la explicación con respecto a los hechos objeto de demanda de tutela, 
y ejerza su derecho de contradicción y defensa, debiendo informar sobre lo referido y 
pretendido por el actor, aportando las respectivas constancias de notificación. 
DEBERÁ ALLEGAR COPIA DE CADA UNA DE SUS AFIRMACIONES. 
 
E INFORME EL ESTADO ACTUAL DE SALUD DE LA ACTORA. 
 
7º.- VINCULAR al doctor ENRIQUE ANTOLINEZ AYALA NEUROCIRUJANO para que 
dentro del término de DOS (2) DÍAS, contados a partir del recibo de la comunicación, 
proceda a dar dentro del marco de sus competencias, la explicación con respecto a los 
hechos objeto de demanda de tutela, y ejerza su derecho de contradicción y defensa, 
debiendo informar sobre lo referido y pretendido por el actor, aportando las 
respectivas constancias de notificación. DEBERÁ ALLEGAR COPIA DE CADA UNA 
DE SUS AFIRMACIONES. 
 
E INFORME EL ESTADO ACTUAL DE SALUD DE LA ACTORA. 
 
 
8º.- VINCULAR a LA OFICINA DE TALENTO HUMANO DE LA REGISTRADURIA 
NACIONAL SEDE CÚCUTA para que dentro del término de DOS (2) DÍAS, contados a 
partir del recibo de la comunicación, proceda a dar dentro del marco de sus competencias, 
la explicación con respecto a los hechos objeto de demanda de tutela, y ejerza su derecho 
de contradicción y defensa, debiendo informar sobre lo referido y pretendido por el actor, 
aportando las respectivas constancias de notificación. DEBERÁ ALLEGAR COPIA DE 
CADA UNA DE SUS AFIRMACIONES. 
 
Además, informe  
 
 

• Si la actora ha presentado queja por el acoso laboral del señor JOSE DEL CARMEN 
ORTIZ y que trámite se le ha realizado. 

• Si a la fecha se le adeudan a la actora compensatorios por las vigencias 2019, 
2020,2021,2022, y cuales ha utilizado.  

• Si la accionante ha radicado incapacidades por las vigencias 2019, 2018, 
2020,2021,2022. 

• Cuantas vacaciones ha otorgado a la actora en las vigencias 2019, 2018, 
2020,2021,2022, y si a la fecha le adeuda alguna.  

• Informar si la actora tiene alguna comunicación de reubicación y de ser el caso que 
estudios ha realizado. 

 
 
9º.- VINCULAR a LOS MÉDICOS CARLOS ENRIQUE CHACON VILLAMIZAR, JESUS 
ACEVEDO CARDOZO, JUAN MANUEL CAMARGO BALLESTAS para que dentro del 
término de DOS (2) DÍAS, contados a partir del recibo de la comunicación, proceda a dar 
dentro del marco de sus competencias, la explicación con respecto a los hechos objeto de 



demanda de tutela, y ejerza su derecho de contradicción y defensa, debiendo informar 
sobre lo referido y pretendido por el actor, aportando las respectivas constancias de 
notificación. DEBERÁ ALLEGAR COPIA DE CADA UNA DE SUS AFIRMACIONES. 
 
10º.- VINCULAR a LA EPS SANITAS para que dentro del término de DOS (2) DÍAS, 
contados a partir del recibo de la comunicación, proceda a dar dentro del marco de sus 
competencias, la explicación con respecto a los hechos objeto de demanda de tutela, y 
ejerza su derecho de contradicción y defensa, debiendo informar sobre lo referido y 
pretendido por el actor, aportando las respectivas constancias de notificación. 
DEBERÁ ALLEGAR COPIA DE CADA UNA DE SUS AFIRMACIONES. 
 
INFORMEN EL ESTADO ACTUAL DE LA ACCIONANTE.  
 
PARA QUE POR SU INTERMEDIO SE NOTIFIQUE AL doctor ENRIQUE ANTOLINEZ 
AYALA NEUROCIRUJANO CENTRO CLÍNICO AVICENA Y LOS DEMAS ENTES QUE 
ESTAN PRESTANDO LOS TRATAMIENTO A LA ACTORA Y AL LUGAR DONDE 
REALIZA LAS TERAPIAS Y A LOS DOCTORES CARLOS ENRIQUE CHACON 
VILLAMIZAR, JESUS ACEVEDO CARDOZO, JUAN MANUEL CAMARGO BALLESTAS 
 
11º.- VINCULAR a LA REGISTRADURIA NACIONAL SEDE DE CUNDINAMARCA, para 
que dentro del término de DOS (2) DÍAS, contados a partir del recibo de la comunicación, 
proceda a dar dentro del marco de sus competencias, la explicación con respecto a los 
hechos objeto de demanda de tutela, y ejerza su derecho de contradicción y defensa, 
debiendo informar sobre lo referido y pretendido por el actor, aportando las 
respectivas constancias de notificación. DEBERÁ ALLEGAR COPIA DE CADA UNA 
DE SUS AFIRMACIONES. 
 
 
12º.- VINCULAR a LA SEÑORA INIRIDA MARIA NIÑO ROLON, para que dentro del 
término de DOS (2) DÍAS, contados a partir del recibo de la comunicación, proceda a dar 
dentro del marco de sus competencias, la explicación con respecto a los hechos objeto de 
demanda de tutela, y ejerza su derecho de contradicción y defensa, debiendo informar 
sobre lo referido y pretendido por el actor, aportando las respectivas constancias de 
notificación. DEBERÁ ALLEGAR COPIA DE CADA UNA DE SUS AFIRMACIONES. 
 
13º.- VINCULAR al REGISTRADOR NACIONAL DEL ESTADO CIVIL DOCTOR 
ALEXANDER VEGA ROCHA, para que dentro del término de DOS (2) DÍAS, contados a 
partir del recibo de la comunicación, proceda a dar dentro del marco de sus competencias, 
la explicación con respecto a los hechos objeto de demanda de tutela, y ejerza su derecho 
de contradicción y defensa, debiendo informar sobre lo referido y pretendido por el actor, 
aportando las respectivas constancias de notificación. DEBERÁ ALLEGAR COPIA DE 
CADA UNA DE SUS AFIRMACIONES. 
 
Informar que otro mecanismo tiene la actora para solicitar la suspensión del traslado 
debido a que la resolución no procede recurso, y, señalar la normatividad que indica 
que los traslado son resoluciones sin recursos, y, si tiene otro medio para suspender 
el traslado señalar que norma lo establece. 
 
Además, informe  
 
 

• Si la actora ha presentado queja por el acoso laboral del señor JOSE DEL CARMEN 
ORTIZ y que trámite se le ha realizado. 

• Si al tomar la decisión de traslado evaluó con la oficina de talento humano de la 
entidad el estado de salud de la actora 

• Si a la fecha se le adeudan a la actora compensatorios por las vigencias 2019, 
2020,2021,2022, y cuales ha utilizado.  

• Si la accionante ha radicado incapacidades por las vigencias 2019, 2018, 
2020,2021,2022. 

• Cuantas vacaciones ha otorgado a la actora en las vigencias 2019, 2018, 
2020,2021,2022, y si a la fecha le adeuda alguna.  



• Informar si la actora tiene alguna comunicación de reubicación y de ser el caso que 
estudios ha realizado. 

 
 
14º.- VINCULAR al MINISTERIO DE TRABAJO, para que dentro del término de DOS (2) 
DÍAS, contados a partir del recibo de la comunicación, proceda a dar dentro del marco de 
sus competencias, la explicación con respecto a los hechos objeto de demanda de tutela, 
y ejerza su derecho de contradicción y defensa, debiendo informar sobre lo referido y 
pretendido por el actor, aportando las respectivas constancias de notificación. 
DEBERÁ ALLEGAR COPIA DE CADA UNA DE SUS AFIRMACIONES. 
 
15º.- VINCULAR al ESE HOSPITAL MENTAL RUDESINDO SOTO y doctora GLORIA 
INES BLANCO, para que dentro del término de DOS (2) DÍAS, contados a partir del recibo 
de la comunicación, proceda a dar dentro del marco de sus competencias, la explicación 
con respecto a los hechos objeto de demanda de tutela, y ejerza su derecho de 
contradicción y defensa, debiendo informar sobre lo referido y pretendido por el actor, 
aportando las respectivas constancias de notificación. DEBERÁ ALLEGAR COPIA DE 
CADA UNA DE SUS AFIRMACIONES. 
 
Para que por su intermedio se notifique a la doctora GLORIA INES BLANCO 
 
16º.- VINCULAR a los SEÑORES JOSE DARIO CASTRO URIBE (GERENTE DEL 
TALENTO HUMANO) Y NICOLAS FARFAN NAMEN (REGISTRADOR DELEGADO EN 
LO ELECTORAL), para que dentro del término de DOS (2) DÍAS, contados a partir del 
recibo de la comunicación, proceda a dar dentro del marco de sus competencias, la 
explicación con respecto a los hechos objeto de demanda de tutela, y ejerza su derecho de 
contradicción y defensa, debiendo informar sobre lo referido y pretendido por el actor, 
aportando las respectivas constancias de notificación. DEBERÁ ALLEGAR COPIA DE 
CADA UNA DE SUS AFIRMACIONES. 
 
17º.- REQUERIR a la señora ELIZABETH MARTÍNEZ LAVERDE, para que dentro del 
término de DOS (2) DÍAS, señale: 
 

1. A cuál ARL a la que pertenece,  
2. Que contrato tiene con la Registraduría. 
3. Que acciones ha adelantado con el acoso laboral que ha padecido. 
4. Si ha acudido al Ministerio de Trabajo. 
5. Si ha acudido a la ARL. 
6. Que fondo de pensiones se encuentra afiliada.  

 
 
18º.- REQUERIR al doctor OMAR JAVIER GARCÍA QUIÑONES APODERADO JUDICIAL 
DE LA SEÑORA ELIZABETH MARTÍNEZ LAVERDE Y DE SU HIJO THUBAL 
ALEJANDRO CONTRERAS MARTÍNEZ, para que dentro del término de UN (1) DIA a 
notifique a la señora INIRIDA MARIA NIÑO ROLON. 
 
19º.- Ante la eventual imposibilidad de enterar a las partes o a terceros interesados, súrtase 

ese trámite mediante la publicación del presente proveído en la página virtual del Tribunal 

Superior de este Distrito Judicial, a fin de informar del inicio de este decurso constitucional 

a las personas que pudieran resultar involucradas para que dentro del término de DOS (2) 

DÍAS, contados a partir del recibo de la comunicación, procedan a dar respuesta a la acción 

de tutela.  

20º.- Ahora, respecto a la MEDIDA PROVISIONAL solicitada por el doctor OMAR JAVIER 

GARCÍA QUIÑONES APODERADO JUDICIAL DE LA SEÑORA ELIZABETH MARTÍNEZ 

LAVERDE Y DE SU HIJO THUBAL ALEJANDRO CONTRERAS MARTÍNEZ, el 

despacho encuentra razones suficientes para acceder a la misma, en consecuencia, 

se dispone ordenar al REGISTRADOR NACIONAL DEL ESTADO CIVIL DOCTOR 

ALEXANDER VEGA ROCHA, DELEGADOS DEL REGISTRADOR NACIONAL DEL 

ESTADO CIVIL EN NORTE DE SANTANDER Señores JOSE DEL CARMEN ORTIZ 



RANGEL y JESUS ENRIQUE ROLON ROLON, REGISTRADORES ESPECIALES EDDY 

AURORA MORANTES ARIAS Y EL SEÑOR DIOMAR ALONSO VELASQUEZ BASTOS 

suspenda el traslado DE LA SEÑORA ELIZABETH MARTÍNEZ LAVERDE, señalado en la 

resolución No. 4296 de fecha 24 de febrero del año 2023, mientras se toma una decisión 

de fondo por este despacho judicial. 

 
21.- Para efectos de notificación, COMUNÍQUESE este auto a las partes. A las 

autoridades relacionadas envíeseles copia del escrito de tutela y sus anexos para su 

defensa. 

 

 
CÚMPLASE 
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SEÑORES  

HONORABLE MAGISTRADO DEL TRIBUNAL DE DISTRITO JUDICIAL DE CUCUTA  

E. S. D. 

 

Referencia:  Acción de tutela  

Demandante:  EIIZABETH MARTINEZ LAVERDE  

Demandado:  REGISTRADURIA NACIONAL ESTADO DEL ESTADO CIVIL  

 

 

OMAR JAVIER GARCIA QUIÑONES, identificado con Cédula de Ciudadanía  No. 88.213.586  

expedida en la ciudad de San José de Cúcuta, con Tarjeta Profesional No. 89.649 del Consejo 

Superior de la Judicatura, actuando como apoderado de la Señora  EIIZABETH MARTINEZ 

LAVERDE   y de su  mi hijo menor de edad  THUBAL ALEJANDRO  CONTRERAS MARTINEZ, 

conforme   al poder adjunto interpongo   ACCIÓN DE TUTELA contra el REGISTRADOR 

NACIONAL DEL ESTADO CIVIL  Señor ALEXANDER VEGA ROCHA por la expedición de la 

Resolución 4296 del 24 de febrero de 2023 donde se realizó el  traslado de la Ciudad de 

Cúcuta a Girardot Cundinamarca y sus  DELEGADOS DEL REGISTRADOR NACIONAL DEL 

ESTADO CIVIL EN NORTE DE SANTANDER  Señores JOSE DEL CARMEN ORTIZ RANGEL y JESUS 

ENRIQUE ROLON ROLON, como una forma retaliación por sus inconformidades por las 

actuaciones del Señor JOSE DEL CARMEN ORTIZ RANGEL y como forma de presión para que 

renuncie, en los siguientes puntos:  

HECHOS 

 

PRIMERO.:  La Señora  EIIZABETH MARTINEZ LAVERDE  , es funcionaria de la 

REGISTRADURIA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL de la delegación de NORTE DE SANTANDER 

adscrita a la delegada del MUNICIPIO DE SAN JOSE DE CUCUTA donde sus superiores 

inmediatos son los señores  REGISTRADORES ESPECIALES  EDDY AURORA MORANTES ARIAS 

y el Señor DIOMAR ALONSO VELASQUEZ BASTOS.  

 

SEGUNDO.:  La Señora   EIIZABETH MARTINEZ LAVERDE, entro  el 3 de enero de 2002 a la 

REGISTRADURIA NACIONAL DEL ESTADO CIVIL así:  
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TERCERO.:   El día 2 de junio de 2006 ha estado vinculada a la REGISTRADURIA ESPECIAL DE 

CUCUTA, así:  

 

 

 

CUARTO:  LA SEÑORA ELIZABETH MARTINEZ LAVERDE, es madre del menor THUBAL 

ALEJANDRO  CONTRERAS MARTINEZ, el cual esta cargo de su madre en su proceso de 

convivencia y crianza el cual nació el día 24 de octubre de 2006, y cuenta en la actualidad 

con 16 años cursando en el COLEGIO CALASANZ CUCUTA en el grado ONCE, proceso de 

formación de media académica donde requiere la presentación de las pruebas del Estado 

para ingreso a las UNIVERSIDADES.  

 

 

 

QUINTO.:  La Señora ELIZABETH MARTINEZ LAVERDE, viene presentando un deterioro de 

salud crónico desde hace varios años el cual esta reportado en su hoja de vida laboral 

producto de estrés (el cual se ha agudizado desde el 31 de enero de 2020)  y en su historia 

clínica, como se puede revisar en los antecedentes de la misma, así:  
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A. EXAMEN MÉDICO DE CORAZÓN.  

 

 

 

B. REVISIÓN MÉDICA POR ESTRÉS  

 

 

C. SALIDA MEDICA  
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D.  INCAPACIDAD MEDICO TRATANTE  

 

E. TERAPIAS ORDENADAS POR MÉDICOS TRATANTES  
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F.  TERMINO GENERANDO UNA INCAPACIDAD DE TREINTA (30) DÍAS .  

 

 

 

G. TEMASDE ESTRES POR ACOSO  MAYO  2022  
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J. ESTRÉS  ME ABRIL DE 2022 MEDICO GENERAL  

 

 

H.  ESTRES PSICOLOGIA ABRIL DE 2022  
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SEXTO.:  El día 25 DE Abril  DE 2022 se radico solicitud de apoyo por la afectación en el 

área de recurso humanos,  mi cliente ha sufrido de intervención por catéter de fecha 15 

de septiembre de 2022, el cual mi cliente ha tenido múltiples incapacidades con ocasión 

de su situación físico mental laboral.  

 

SEPTIMO.: Mi cliente refiere un acoso laboral le ha afectado su situación de salud    está 

íntimamente ligado a la presiones realizadas por el conocido delegado que se posesiono el 

día 31 de enero de 2020 señor JOSE DEL CARMEN ORTIZ, y que requiere de una intervención 

en los jueces constitucionales de manera inmediata, ya que la estructura de traslados es 

claro que la liberación de la plaza es un procedimiento previo visto bueno del nominador 

inicial, en este caso el Señor JOSE DEL CARMEN ORTIZ.  

 

 

 

OCTAVO:  La institución ha permitido un acoso laboral el cual materializa a través de su 

delegado y el cual tiene su fundamento adicional en la forma como han querido manejar el 

trámite de los compensatorios, en claro perjuicio y los tramites de expedición de los 
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registros para los diferentes procedimientos expedición de cedulas y demás (situación que 

se ha materializado en investigaciones penales y disciplinarias contra funcionarios en 

nuestro Departamento en los últimos tres años).   

 

NOVENO.: Durante el proceso de elecciones para el año 2022 se establecieron unos 

horarios de trabajo por circulares de TALENTO HUMANO, incluso ya mi cliente había 

manifestado la situación de no le autorizaban  las vacaciones y compensatorios , y por ello 

fue trasladada del acompañamiento al calendario electoral a la oficina de registro civil de 

fecha 1 de agosto de 2022.  

Mi cliente fue la encargada de los procesos electorales durante más de 10 años, y como se 

ha manifestado se procedió a un cambio de su cargo por las anotaciones ya mencionadas 

de afectación por la responsabilidad en los procesos electorales.  

 

DECIMO.: Desde el año 2022 el funcionario delegado JOSE DEL CARMEN ORTIZ ha iniciado 

un procedimiento de acoso laboral aduciendo no tenía derecho a mis compensatorios 

(decía no tenía)  y en el mes de febrero de 2023 se agudizo,  dicha situación deviene del 

orden para establecer el calendario electoral del año 2023, situación que termino en un 

conflicto  laboral.  

 Adicionalmente dicho funcionario abusando de su poder quería obligar a mi cliente a 

realizar actuaciones laborales no permitidas ante la negativa de dicha situación inicio una 

campaña de desprestigio como realizar un acta el día 9 de febrero de 2023 manifestando 

que la misma se quería enriquecer con los compensatorios, situación más falsa y anómala, 

ya que dicha persecución es clara por la negación de realizar actos no propios de su 

investidura, y  existen las evidencias de los correos enviados y recibidos por el señor JOSE 

DEL CARMEN ORTIZ incluso fue tan atrevido a manifestar que no existían compensatorios 

sin competencia laboral desconociendo los derechos laborales de mi cliente.  

 

En esto se debe tener mucho cuidado en la expedición de registros civiles de nacimiento de 

las personas y en especial de los venezolanos con los antecedentes ya abajo puestos como 

ejemplos:  

 

 

ABRIL DE 2021  
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ARTICULO EL COLOMBIANO  14 DE FEBRERO DE 2022  
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VER ENLACE:  

 

https://t.co/nugMFTAQET 

https://t.co/nugMFTAQET


OMAR JAVIER GARCIA QUIÑONES 

ABOGADO  ESPECIALIZADO 

11 

 

Avenida 4E # 6-49 Ed. Centro Jurídico Oficina 328  - San José de Cúcuta 
Teléfono: 5482532 - 3108695598 Correo Electrónico: drpolifemo_1@hotmail.com 

 

UNDECIMO.: En esto obran todos los correos electrónicos donde se entregó información de 

los días compensatorios y como desde noviembre de 2022 a   el acta del 9 de febrero de 

2023 donde el DELEGADO DEPARTAMENTAL insistió en la persecución laboral y continuo 

hasta el día 21 de febrero de 2023 en la reunión con los delegados municipales de Cúcuta, 

donde se solicitaba un informe a mi cliente sobre los compensatorios, certificación suscrita 

el día 2 de marzo de 2023 donde la certifican delegados, situación que solo debe hacer de 

la oficina de TALENTO HUMANO.  

 

Es importante señalar el señor JOSE DEL CARMEN  le ha manifestado que mis dolencias en 

salud falsas lo cual realizo con  MEDICINA PREPAGADA  y por qué no se usa el servicio de la 

EPS SANITAS.  

 

DECIMO SEGUNDO: Mi cliente está siendo perseguida por LA REGISTRADURIA NACIONAL 

DEL ESTADO CIVIL con el ánimo que renuncie un acoso laboral que ha afectado su vida 

personal, se puede observar en múltiples hechos evidentes:  

 

A.  La Señora ELIZABETH MARTINEZ LAVERDE fue trasladada por su condición de salud 

al área de registro civiles debido al acosos suscitado por la presión en los calendarios 

electorales (es importante señalar que durante el año 2019 se cumplió el proceso 

electoral de autoridades locales,  2021 se dio un proceso electoral revocatorio para 

la Alcaldía de Cúcuta, y desde 2021 se realizó calendario electoral de CONSULTAS 

POPULARES, CONGRESISTAS, Y ELECCION DE NUESTRO PRESIDNTE), dicho traslado 

se realizó el día 1 de agosto de 2022.    

 

B. La Señora ELIZABETH MARTINEZ LAVERDE no se han reconocidos sus vacaciones 

 

  

C. La Señora ELIZABETH MARTINEZ LAVERDE no se le reconocía los compensatorios por 

su trabajo, solo hasta el día 2 de marzo de 2023 se le reconoció los compensatorios 

por certificación de al Registradora especial de Cúcuta, luego del a controversia 

iniciada por el DELEGADO JOSE DEL CARMEN ORTIZ el desde noviembre de 2022 no 

quería reconocer compensatorios a ella, y realizo reuniones desde 9 de febrero de 

2023 hasta el día 22 de febrero de 2023, por ello la solicitud de COMPENSATORIOS 

DE MI  CLIENTE solo se realizó con fecha posterior al día 2 de  marzo por tres días 

17, 21 , 22 los cuales no han sido autorizados.  
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D. La Señor ELIZABETH MARTINEZ LAVERDE no autorizo registros civiles solicitados por 

el Señor DELEGADO  JOSE DEL CARMEN ORTIZ,  y conllevo nuevamente la arremetida 

desde enero de 2023 a la fecha. 

 

 

E. El día 1 de marzo de 2023 por disposición del REGISTRADOR NACIONAL DEL ESTADO 

CIVIL  realiza traslado a mi cliente para GIRARDOT  en el DEPARTAMENTO DE 

CUNDINAMARCA, aduciendo normas de calendario electoral, cuando fue apartada 

por problemas de salud desde 1 de agosto de 2022 en estos procesos dentro de la 

entidad.  

 

F. Se ha comunicado la existencia de una incapacidad de parte de la Señora EIIZABETH 

MARTINEZ LAVERDE, y el pronunciamiento de la oficina de talento humano es 

enviar oficios dirigidos a la trabajadora INIRIDA MARIA NIÑO ROLON como una 

forma de provocación. 

 

G. Como mi cliente le ha manifestado NO VA RENUNCIAR la respuesta fue enviar un 

oficio donde le solicita el oficio DNS 0659 de fecha 8 de marzo de 2023 en la  cual 

requiere fije fecha exacta de realización de traslado para fijar los tiquetes y gastos 

de viaje.  

 

H. En la resolución de traslado el REGISTRADOR NACIONAL DEL ESTADO CIVIL establece 

si no realiza el traslado es causal de mala conducta. 

 

 

 

DECIMO TERCERO.: Mi cliente no le reconocen los compensatorios por parte de los 

delegados departamentales, y adicionalmente gestionan el traslado para otra ciudad en una 

clara situación de acoso laboral realizando el traslado como forma de castigo por cuanto no 

se obedece las órdenes afectando la vida de mi cliente y de su hijo,  y la dignidad humana 

de su familia.  

 

DECIMO CUARTO: la normatividad vigente para los traslado en aplicación del a normas de 

la ley 1350 de agosto de 2009 son claras reguladas por la registraduria así en su portal 

pagina web, sin embargo el mismo no se aplica cuando se de el traslado para el caso del art. 

67 de la ley 1350 de 2009, pero la misma CORTE CONSTITUCIONAL ha manifestado que 

cuando se toma afectando  sus derechos fundamentales al “debido proceso, al trabajo, a la 
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igualdad, a la salud y a la unidad familiar”, adicionalmente una carga desproporcionada o 

irrazonable, debe protegerse las condiciones del servidor público.  

 

 

 

 

 

DECIMO QUINTO:  El  traslado se realiza a criterio del despacho del REGISTRADOR 

NACIONAL para atender las necesidades del calendario electoral regulado en la resolución 

28229 del 14 de octubre de 2022 en la cual se regula las elecciones de autoridades locales 

el día 29 de octubre de 2023, como ya se dijo mi cliente desde agosto de 2022 fue 

reasignada sus funciones por su condición de salud, y fue excluida  del proceso electoral  

estas situación es evidente, y ahora luego de la discusiones con el Registrador Delegado 

Departamental JOSE DEL CARMEN ORTIZ  es trasladada para obligarla a RENUNCIAR.  
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DECIMO SEXTO: es importante señalar debido al estrés por el acoso laboral generado por 

el Señor antes mencionado mi cliente se encuentra en un episodio  genero incapacidad.  

 

DECIMO SEPTIMO.: La registaduria no ha dado respuestas a sus quejas de persecución, y ha 

hecho caso omiso de iniciar la ruta de atención a la afectación de salud la cual incluso llega 

al grado de violencia de género., mi cliente se reserva acudir a las vías judiciales penales 

para tramitar protección ya que el sistema de protección de los trabajadores debe asumir 

la defensa del trabajador, y no de los jefes.  

 

DECIMO OCTAVO:  Mi poderdante me ha dado poder para interponer esta acción de tutela, 

y de igual manera solicitud de conciliación prejudicial a efectos de revoque la decisión del 

traslado, como poder para iniciar mecanismo de control de nulidad y restablecimiento del 

derecho.  

PRETENSION  

  

Que se tutele las garantías constitucionales al “dignidad humana, debido proceso, al 

trabajo, a la igualdad, a la salud y a la unidad familiar “ de la Señora  EIIZABETH MARTINEZ 

LAVERDE   y de su  mi hijo menor de edad  THUBAL ALEJANDRO  CONTRERAS MARTINEZ.  

 

Que se ordene por vía de protección constitucional como mecanismo transitorio para evitar 

perjuicios irremediables a mi cliente y su entorno familiar con su hijo menor se suspenda 

de manera inmediata la Resolución 4296 del 24 de febrero de 2023 el REGISTRADOR 

NACIONAL DEL ESTADO CIVIL  Señor ALEXANDER VEGA ROCHA por la expedición de donde 

se realizó el  traslado de la Ciudad de Cúcuta a Girardot Cundinamarca  de la señora 

EIIZABETH MARTINEZ LAVERDE    

 

Se ordene al Señor JOSE DEL CARMEN ORTIZ RANGEL en su condición de   DELEGADO DEL 

REGISTRADOR NACIONAL DEL ESTADO CIVIL EN NORTE DE SANTANDER cesen la 

persecución laboral y el acoso contra  mi prohijada EIIZABETH MARTINEZ LAVERDE   , y  

permita desarrollar sus funciones desde agosto de 2022 sin intervención de este.  

 

Se ordene al REGISTRADOR NACIONAL DEL ESTADO CIVIL Señor ALEXANDER VEGA ROCHA 
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de respuestas a las peticiones de persecución laboral contra   JOSE DEL CARMEN ORTIZ 

RANGEL en su condición de   DELEGADO DEL REGISTRADOR NACIONAL DEL ESTADO CIVIL 

EN NORTE DE SANTANDER remitidas por correo electrónico. 

 

MEDIDAS PROVISIONALES 

Sobre este particular por la necesidad y urgencia se requiere solicitar al Señor JUEZ DE 

TUTELA se ordene a la REGISTRADURIA NACIOANL DE ESTADO CIVIL la  SUSPENSION de la 

RESOLUCIÓN   4296 del 24 de febrero de 2023 el REGISTRADOR NACIONAL DEL ESTADO 

CIVIL  Señor ALEXANDER VEGA ROCHA por la expedición de donde se realizó el  traslado de 

la Ciudad de Cúcuta a Girardot Cundinamarca  de la señora EIIZABETH MARTINEZ LAVERDE  

, POR CUANTO LA DECISION DE TRASLADO AFECTA GRAVEMENTE LA SALUD DE MI CLIENTE 

Y ADICIONAL PRUEBA EL ACOSO INICIADO POR EL SEÑOR JOSE DEL CARMEN ORTIZ el cual 

afecta la dignidad de la señora ELIZABETH MARTINEZ LAVERDE,  las pruebas son claras y 

evidentes.  

 

Sobre el particular la Corte Constitucional  (Auto 259/21) dice:  

2.1.1.   Escenarios en los que resulta procedente la decisión de medidas provisionales por el juez constitucional 
  

14.            El Artículo 7 del Decreto 2591 de 1991 faculta a los jueces de tutela para decretar medidas 

provisionales cuando adviertan la urgencia y necesidad[4] de intervenir transitoriamente, con el fin 

de precaver que: (i) se violen derechos fundamentales de manera irreversible, o (ii) se ocasionen 

graves e irreparables daños, especialmente al interés público: 

  

“Artículo 7o. Medidas provisionales para proteger un derecho. Desde la presentación de la solicitud, 

cuando el juez expresamente lo considere necesario y urgente para proteger el derecho, suspenderá la 

aplicación del acto concreto que lo amenace o vulnere. 

  

Sin embargo, a petición de parte o de oficio, se podrá disponer la ejecución o la continuidad de la 

ejecución, para evitar perjuicios ciertos e inminentes al interés público. En todo caso el juez podrá 

ordenar lo que considere procedente para proteger los derechos y no hacer ilusorio el efecto de un 

eventual fallo a favor del solicitante. 

  

La suspensión de la aplicación se notificará inmediatamente a aquél contra quien se hubiere hecho la 

solicitud por el medio más expedito posible. 

  

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A259-21.htm#_ftn4
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El juez también podrá, de oficio o a petición de parte, dictar cualquier medida de conservación o 

seguridad encaminada a proteger el derecho o a evitar que se produzcan otros daños como 

consecuencia de los hechos realizados, todo de conformidad con las circunstancias del caso. 

  

El juez podrá, de oficio o a petición de parte, por resolución debidamente fundada, hacer cesar en 

cualquier momento la autorización de ejecución o las otras medidas cautelares que hubiere dictado.” 

  

15.            Como se desprende de la norma citada, el juez constitucional dispone de una amplia 

competencia que le permite, a petición de parte o de oficio, “dictar cualquier medida de conservación 

o seguridad”, destinada a “proteger un derecho” o a “evitar que se produzcan otros daños como 

consecuencia de los hechos realizados.” La importancia y amplitud de las medidas provisionales para 

el proceso de tutela explican, a su vez, las diferencias sustanciales que las separan de medidas 

cautelares como, por ejemplo, las del derecho civil. Las medidas que consagra el Artículo 7 del 

Decreto 2591 de 1991 van más allá de preservar los derechos en controversia y asegurar que el fallo 

definitivo no resulte inocuo[5]. Su finalidad última es velar por la supremacía inmediata de la 

Constitución, sea que esto implique proteger un derecho fundamental o salvaguardar el interés 

público.[6]   

  

16.            Ahora bien, la facultad de proferir medidas provisionales se encuentra habilitada desde la 

presentación de la acción de tutela hasta antes de proferir sentencia, “pues al resolver de fondo 

deberá decidir si tal medida provisional se convierte en permanente, esto es, definitiva o si por el 

contrario, habrá de revocarse.”[7] Las medidas provisionales no tienen por objeto anticipar o 

condicionar el sentido del fallo e incluso pueden ser reversadas en algunos casos.[8] Por el contrario, 

sirven como una herramienta excepcional al del juez constitucional, cuando este advierta que una 

amenaza cierta, inminente y grave sobre un derecho fundamental o el interés público requiera su 

intervención inmediata. 

  

17.            Desde su primer pronunciamiento al respecto, esta Corporación subrayó la facultad de 

proferir medidas cautelares como una valiosa herramienta para garantizar el acceso efectivo a la 

justicia y dotar al juez de mecanismos urgentes de protección.[9] Esto, en consideración a que en 

ocasiones, el tiempo que emplea la Corte para resolver un caso puede significar un perjuicio 

irremediable no susceptible de ser corregido en el fallo. Los alcances de dichas medidas han 

evolucionado con la jurisprudencia constitucional e, incluso, han expandido sus efectos a escenarios 

que inicialmente no habían sido previstos, pero que resultan necesarios para salvaguardar la vigencia 

inmediata de la Constitución.[10] 

  

18.            Si bien la tutela es un procedimiento expedito, la Corte ha conocido casos en los cuales de 

los hechos surge la específica necesidad de decretar medidas provisionales, a veces para amparar un 

derecho fundamental y en otros supuestos con el fin de proteger un bien público o evitar un daño 

común. En ambos escenarios se trata, en todo caso, de salvaguardar de forma inmediata la 

supremacía de la Constitución. Es preciso advertir, sin embargo, que en la medida en que ha 

aumentado el alcance de las medidas provisionales, la jurisprudencia de esta Corporación también 

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A259-21.htm#_ftn5
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A259-21.htm#_ftn6
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A259-21.htm#_ftn7
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A259-21.htm#_ftn8
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A259-21.htm#_ftn9
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A259-21.htm#_ftn10
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ha diseñado unos requisitos más exigentes que deben ser satisfechos por el juez de tutela para aplicar 

tales medidas, como se muestra a continuación. 

  

2.1.2. Requisitos para decretar una medida provisional 
  

19.            Las medidas provisionales están dotadas de la misma eficacia que cualquier orden judicial. 

No obstante, se profieren en un momento en el cual aún no existe certeza sobre el sentido de la 

decisión que finalmente se adoptará y, por lo tanto, pueden no resultar totalmente congruentes con 

la sentencia. Por esta razón, el juez debe actuar de forma urgente y expedita, pero al mismo tiempo, 

de manera responsable y justificada. 

  

20.            Para evitar el empleo irrazonable de las medidas provisionales, la Corte formuló inicialmente 

cinco requisitos que el juez de tutela debía satisfacer para aplicar el Artículo 7 del Decreto 2591 de 

1991, en los siguientes términos: 

  

“(i) Que estén encaminadas a proteger un derecho fundamental, evitar perjuicios ciertos e inminentes 

al interés público, con el fin de garantizar que la decisión definitiva no resulte inocua o superflua por la 

consumación de un daño. (…). 

  

(ii) Que se esté en presencia de un perjuicio irremediable por su gravedad e inminencia, de manera que 

se requieran medidas urgentes e impostergables para evitarlo. (…). 

  

(iii) Que exista certeza respecto de la existencia de la amenaza del perjuicio irremediable. (…). 

  

(iv) Que exista conexidad entre la medida provisional y la protección de los derechos fundamentales 

vulnerados o amenazados. (…). 

  

(v) Que la medida provisional se adopte solamente para el caso concreto objeto de revisión. Si bien es 

cierto que en el trámite de revisión de tutela la Corte ha suspendido excepcionalmente los efectos de 

fallos de jueces de instancia, también lo es que lo ha ordenado sólo frente a las particularidades de cada 

asunto.”[11] 

  

21.            Recientemente, la Sala Plena reinterpretó estos requisitos y los sintetizó en tres exigencias 

básicas.[12] De acuerdo con esta reformulación, la procedencia de la adopción de medidas 

provisionales está supeditada al cumplimiento de los siguientes presupuestos: 

  

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A259-21.htm#_ftn11
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A259-21.htm#_ftn12
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(i)                   Que la solicitud de protección constitucional contenida en la acción de tutela tenga 

vocación aparente de viabilidad por estar respaldada en fundamentos: (a) fácticos posibles y (b) 

jurídicos razonables, es decir, que exista la apariencia de un buen derecho (fumus boni iuris). 

  

(ii)                 Que exista un riesgo probable de que la protección del derecho invocado o la salvaguarda 

del interés público pueda verse afectado considerablemente por el tiempo trascurrido durante el 

trámite de revisión, esto es, que haya un peligro en la demora (periculum in mora). 

  

(iii)              Que la medida provisional no genere un daño desproporcionado a quien afecta 

directamente.[13] 

  

22.            El primer requisito (fumus boni iuris), remite a un principio de veracidad en cuanto a la 

afectación del derecho o a la protección del interés público invocado como fundamento de la 

pretensión principal de la demanda de amparo.[14] Aunque, como es apenas obvio en la fase inicial 

del proceso, no se espera un nivel total de certeza sobre el derecho en disputa, sí es necesario un 

estándar de veracidad apenas mínimo. Esta conclusión debe estar soportada en las circunstancias 

fácticas presentes en el expediente y en apreciaciones jurídicas razonables, sustentadas en la 

jurisprudencia de la Corte Constitucional. 

  

23.            El segundo requisito (periculum in mora) tiene que ver con el riesgo de que, al no adoptarse 

la medida cautelar, sobrevenga un perjuicio o daño mayor del que se expone en la demanda, que de 

no precaverse, transforme en tardío el fallo definitivo. Tiene igualmente que ver con un temor 

fundado de que el derecho se frustre o sufra menoscabo durante la sustanciación del proceso.[15] Este 

análisis recoge así los criterios (ii) y (iii) del juicio inicialmente formulado por la jurisprudencia 

constitucional. Implica tener un alto grado de convencimiento de que la amenaza de perjuicio 

es cierta, y que el daño, por su gravedad e inminencia, requieran medidas urgentes e 

impostergables para evitarlo. 

  

24.            Los dos pasos descritos deben operar conjuntamente. Precisamente, el segundo requisito 

(periculum in mora) impide que el juez de tutela profiera una orden ante la simple apariencia de 

verdad (fumus bonis iuris) de la solicitud de amparo. La medida provisional no es el escenario procesal 

para resolver el asunto de fondo, así se cuente con todos los elementos para tomar una decisión. El 

Artículo 7 del Decreto 2591 de 1991 solo se activa cuando, además de la apariencia de verdad, se 

requiera la intervención urgente del juez. A su vez, esto supone la amenaza de un perjuicio 

irremediable a un derecho fundamental o al interés público, que no podría ser corregido en la 

sentencia final. 

  

25.            El tercer requisito incorpora el concepto de la proporcionalidad al análisis. Si bien en esta 

fase inicial no es dable desarrollar plenamente el juicio de proporcionalidad, sí es necesario ponderar 

entre los derechos que podrían verse afectados con la medida. La ponderación que esta etapa 

demanda funge como una última salvaguarda en favor del ciudadano. Evita que se tomen medidas 

que, aunque podrían estar justificadas legalmente, ocasionarían un perjuicio grave e irreparable. La 

proporcionalidad no supone un estándar universal y a priori de corrección, sino que exige una 

valoración que atienda las particularidades de cada caso concreto. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A259-21.htm#_ftn13
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A259-21.htm#_ftn14
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A259-21.htm#_ftn15
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26.            En síntesis, una determinación provisional tiene que ser una decisión “razonada, sopesada 

y proporcionada a la situación planteada.”[16] Para ello, el juez de tutela debe constatar que el 

derecho o interés público que se busque proteger transitoriamente tenga vocación de veracidad 

(fumus boni iuris), pero además, que su protección resulte impostergable ante la gravedad e 

inminencia del perjuicio irremediable que se cierne (periculum in mora). Luego de esto, el juez debe 

verificar que la medida adoptada no comporte resultados o efectos desproporcionadas para quien 

resulte afectado por la decisión. 

  
MECANISMO TRANSITORIO 

 

La Constitución Política trae consigo la acción de tutela, para efectos de manera excepcional 

decretar la suspensión de actos administrativos como mecanismo transitorio para proteger 

los derechos fundamentales de los ciudadanos a pesar existan otros mecanismos judiciales 

de manera transitoria de la Resolución Número 4296 del 24 de diciembre de  2023 expedida 

por el Señor REGISTRADOR NACIONAL DEL ESTADO CIVIL Doctor ALEXANDER VEGA ROCHA  

en la cual ordena el traslado de la Señora  ELIZABETH MARTINEZ LAVERDE identificada con 

la C.C. 60.361.534 desde Cúcuta en la Delegación de Norte de Santander de la 

Registraduria  al lugar Girardot de la Registraduria Delegada de Cundinamarca, la cual fue 

comunicada mediante oficio RN DNS 0528  de fecha 1 de marzo de 2023 por los delegados 

del Registrador Nacional del  Estado Civil en Norte de Santander y entregado el mismo día 

mía por los doctores  JOSE DEL CARMEN ORTIZ RANGEL y JESUS ENRIQUE ROLON ROLON , 

mediante la cual de manera muy caprichosa, no tiene en cuenta los requerimientos de salud 

afectan a la Señora ELIZABETH MARTINEZ LAVERDE y su entorno de su hijo menor de Edad 

THUBAL ALEJANDRO  CONTRERAS MARTINEZ, y donde converge una persecución de 

orden de acoso al afectar los  bienes jurídicos protegidos nuestra CONSTITUCIÓN como son  

el trabajo en condiciones dignas y justas, la libertad, la intimidad, la honra y la salud mental 

de los trabajadores, la armonía entre quienes comparten un mismo ambiente laboral y el 

buen ambiente empresarial.  

 

En este sentido la Señora ELIZABETH MARTINEZ LAVERDE padece  una grave enfermedad la 

afectado en los dos últimos años con su deterioro físico y mental , como está probado la 

necesidad es necsario la protección de sus condiciones, es claro la persecución, es claro el 

peligro, como bien ha dicho la CORTE CONSTITUCIONAL:  

 

En este orden de ideas, según el inciso 4º del artículo 86 de la Constitución Política, el requisito de 

subsidiariedad se refiere a que la acción de tutela procede cuando el afectado (i) no cuenta con otros medios de 

https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/autos/2021/A259-21.htm#_ftn16
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defensa judicial; (ii) a pesar de que dispone de otros medios judiciales que resultan idóneos y eficaces para la 

protección de sus derechos, el recurso de amparo se utiliza para evitar un perjuicio irremediable[25]. 

  

En aquellos asuntos en que existan otros medios de defensa judicial, la jurisprudencia de este Tribunal ha 

determinado que caben dos excepciones que justifican su procedibilidad, siempre y cuando también se verifique 

la inmediatez:  

  

    (i)            A pesar de existir otro medio de defensa judicial idóneo, este no impide la ocurrencia de un perjuicio 

irremediable[26], caso en el cual la acción de tutela procede, en principio, como mecanismo transitorio. 

No obstante, la Corte ha reconocido que en ciertos casos, si el peticionario está en situación de 

debilidad manifiesta, el juez constitucional puede realizar el examen de la transitoriedad de la medida, 

en atención a las especificidades del caso, en particular a la posibilidad de exigir al accionante que acuda 

después a los medios y recursos judiciales ordinarios y concluir que resulta desproporcionado 

imponerle la carga de acudir al mecanismo judicial principal[27]. 

  

 (ii)            Si bien existe otro medio de defensa judicial, este no es idóneo o eficaz para proteger los derechos 

fundamentales invocados, caso en el cual las órdenes impartidas en el fallo de tutela tendrán carácter 

definitivo. 

  

 

Sobre este particular la máxima autoridad judicial en estudio de los actos administrativos 

ha precisado CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO SECCION 

QUINTA Consejera ponente: LUCY JEANNETTE BERMUDEZ BERMUDEZ Bogotá, D.C., treinta 

(30) de octubre de dos mil catorce (2014) Radicación número: 47001-23-33-000-2013-

00147-02:  

 

Para resolver, destaca la Sala que el amparo constitucional fue conferido en segunda instancia por el 

Juzgado 2º Penal del Circuito con funciones de conocimiento de Santa Marta, con fundamento en el artículo 

8º del Decreto 2591 de 1991 que dispone:  

 

“La tutela como mecanismo transitorio. Aun cuando el afectado disponga de otro medio de defensa judicial, 

la acción de tutela procederá cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable. En el caso del inciso anterior, el juez señalará expresamente en la sentencia que su orden 

permanecerá vigente sólo durante el término que la autoridad judicial competente utilice para decidir de 

fondo sobre la acción instaurada por el afectado. En todo caso el afectado deberá ejercer dicha acción en 

un término máximo de cuatro (4) meses a partir del fallo de tutela. Si no se instaura, cesarán los efectos de 

éste.  

 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/t-087-18.htm#_ftn25
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/t-087-18.htm#_ftn26
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2018/t-087-18.htm#_ftn27
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Cuando se utilice como mecanismo transitorio para evitar un daño irreparable, la acción de tutela también 

podrá ejercerse conjuntamente con la acción de nulidad y de las demás precedentes ante la jurisdicción de 

lo contencioso administrativo. En estos casos, el juez si lo estima procedente podrá ordenar que no se 

aplique el acto particular respecto de la situación jurídica concreta cuya protección se solicita, mientras 

dure el proceso”14. (Negrillas fuera de texto).  

Norma que fue dictada por el Presidente de la República en ejercicio de las facultades extraordinarias que 

le confirió el literal b)15 del artículo 5º transitorio de la Constitución Política y que por lo mismo, tiene la 

condición de Decreto Ley en virtud de lo previsto en el artículo 10 transitorio ibídem16 . 

 Por otra parte, recuerda la Sala que el amparo transitorio a que se refiere el mencionado artículo se abre 

paso en aquellos eventos en los que a pesar de existir otro mecanismo de defensa, las condiciones que 

rodean el asunto, hacen imperiosa e impostergable la intervención del juez constitucional en aras de 

impedir oportunamente la violación de los derechos fundamentales y así, evitar la ocurrencia de un 

perjuicio irremediable17 . 

 Y, es precisamente por la naturaleza de los derechos que se persigue proteger que el artículo 8º del Decreto 

2591 de 1991 habilitó al juez constitucional, para que en situaciones excepcionales como la señalada, 

impartiera una medida de protección con efectos temporales, mientras el juez natural decide de manera 

definitiva el asunto. 

 Circunstancia que solo puede ocurrir, si al momento de instaurar el medio de control pertinente el actor 

cumple con los presupuestos procesales exigidos por el ordenamiento jurídico para su ejercicio -ejemplo la 

caducidad-, por ser éstos los que condicionan la admisibilidad de la demanda o impiden un 

pronunciamiento de fondo por parte del operador jurídico.  

 

Por lo anterior, cuando el inciso 3 del artículo 8º del Decreto 2591 de 1991 establece que concedida la tutela 

como mecanismo transitorio la acción correspondiente debe ejercerse en un “un término máximo de cuatro 

meses” debe entenderse que con la presentación de la solicitud se suspende el término de caducidad de la 

acción principal, por lo que el beneficiado con la orden debe ejercer el medio de control correspondiente 

dentro del plazo que falte para que opere la caducidad de éste.”  

 

Como se ha narrado en los hechos mi cliente ELIZABETH MARTINEZ LAVERDE  tiene una 

afectación en su estado de salud por un estrés laboral y se agudizo por la persecución del 

funcionario tanta veces mencionado en esta tutela,  y necesariamente afectando a su hijo 

con el quien mantiene una unidad familiar como es hecho evidente, ya que la situación de 

riesgos generados por la persecución como el acoso afecta a su madre y necesariamente el 

desenvolvimiento del menor de edad máxime en un proceso de transición que requiere el 

máximo acompañamiento de su madre.  

 

FUNDAMENTO DE DERECHO Y CONCEPTO DE VIOLACION CONSTTIUCIONAL  
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Se debe proteger las garantías constitucionales al “dignidad humana, debido proceso, al 

trabajo, a la igualdad, a la salud y a la unidad familiar “ de la Señora  EIIZABETH MARTINEZ 

LAVERDE   y de su  mi hijo menor de edad  THUBAL ALEJANDRO  CONTRERAS MARTINEZ.  

 

Sobre este punto se precisa con claridad la relación de los hechos con respecto a las 

violaciones, en el presente caso hay tres elementos fundamentales, en el caso de la 

SERVIDORA PUBLICA  ELIZABETH MARTINEZ LAVERDE, en su orden:  

 

1. La Servidora publica presenta un cuadro de afectación de salud que incide a que sea 

reasignada en sus funciones lo cual se materializa en su traslado dentro de la 

delegada de Cúcuta a partir de agosto de 2022 en la oficina de REGISTROS CIVILES. 

2. El Señor JOSE DEL  CARMEN ORTIZ ha generado persecución tanto así que mi cliente 

solicito el día 10 de febrero de 2023 explicaciones a sus superiores, sin conocerse el 

acta de fecha 9 de febrero de 2023, la cual se socializo el día 22 de febrero de 2023 

pero no se ha hecho entrega a mi cliente.  

3. El día 27 de febrero de 2023 puse queja de la persecución a mis superiores como nos 

enviaron correos electrónicos del tema de los compensatorios dirigidos por el Señor 

JOSE DEL CARMEN ORTIZ,   y a fecha la repuesta fue un comunicado de traslado 

comunicado el día 1 de marzo de 2023.  

 

Sobre la afectación de salud la corte constitucional ha precisado:  

 

Sentencia T-572B/14 Magistrada Ponente: GLORIA STELLA ORTIZ DELGADO.  Bogotá, D. C., cuatro (4) de agosto 

de dos mil catorce (2014).:   

“  

 

Asunto objeto de discusión y problema jurídico. 

  

2. El peticionario considera que la Registraduría Nacional del Estado Civil, le vulneró sus derechos al “debido 

proceso, al trabajo, a la igualdad, a la salud y a la unidad familiar”, al trasladarlo de la Delegación 

Departamental de Córdoba a la del Guaviare, alejándolo de su núcleo familiar e impidiéndole combatir 

médicamente los padecimientos de salud que presenta. 
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Así las cosas, el problema jurídico que debe resolver la Corte en esta oportunidad consiste en determinar si la 

tutela es el medio de defensa judicial procedente para cuestionar el traslado de un funcionario perteneciente 

a la planta global y flexible de la Registraduría Nacional del Estado Civil, cuando el acto de traslado temporal, 

de conformidad con lo expuesto por la entidad, obedeció a razones del servicio.   

  

3. Pese a lo anterior, debe tenerse en cuenta que según lo reportado por la entidad demandada, el 27 de 

noviembre de 2013, el actor fue trasladado de la Delegación Departamental de Guaviare a la Delegación 

Departamental de Sucre. Posteriormente, el 20 de diciembre de ese mismo año, presentó renuncia 

irrevocable al cargo, hecho que fue respaldado con la copia de la carta de renuncia y posterior resolución 

mediante la cual se aceptó el retiro de la entidad. 

  

4. En consecuencia, previo a resolver el problema jurídico planteado, esta Sala analizará la discrecionalidad 

para efectuar traslados de servidores de las entidades que cuentan con una planta de personal global y 

flexible. Posteriormente se establecerá si, tal y como lo informó la entidad demandada, el hecho generador 

de la presente acción de tutela fue superado, lo que implicaría establecer si existe justificación para emitir 

órdenes o si deben negarse las pretensiones al no existir afectación de los derechos alegados como 

vulnerados, de acuerdo con la línea jurisprudencial diseñada sobre el tema. 

  

Discrecionalidad en materia de traslados de las entidades que se caracterizan por contar con una planta de 

personal global y flexible. 

  

5. En múltiples oportunidades, esta Corporación ha señalado que el ius variandi, o facultad del empleador de 

modificar unilateralmente ciertas condiciones del trabajador, es una de las expresiones del poder de 

subordinación jurídica que sobre los trabajadores ejerce el empleador. Dicho en otros términos, dentro de la 

naturaleza propia de la relación laboral se encuentra la potestad del empleador de variar las condiciones en 

que se realiza la prestación personal del servicio, es decir, la potestad de modificar el modo, el lugar, la 

cantidad o el tiempo de trabajo[3]. 

  

Así, dentro de esa facultad de las autoridades nominadoras en el sector público, ha dicho la jurisprudencia, 

se encuentra la posibilidad de modificar la sede de la prestación de los servicios personales, bien sea 

unilateralmente para garantizar una continua, eficiente y oportuna prestación del servicio cuando las 

necesidades así lo impongan, o bien por la solicitud de traslado que directamente realice el trabajador[4]. 

  

6. En especial en el sector público, la Corte indicó que existen ciertas entidades que, en respuesta a las 

especiales y variables funciones que les corresponde cumplir, se caracterizan por contar con una planta de 

personal global y flexible que, de suyo, supone un mayor grado de discrecionalidad en materia de traslados[5]. 

Dentro de ese grupo se encuentra la Registraduría Nacional del Estado Civil, la cual puede, en ejercicio de la 

mencionada facultad discrecional, determinar la reubicación territorial de sus funcionarios y empleados, con 

el fin de mejorar la prestación del servicio, siempre que el ejercicio de dicha facultad no suponga una 

desmejora de las condiciones laborales[6]. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-572B-14.htm#_ftn3
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-572B-14.htm#_ftn4
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-572B-14.htm#_ftn5
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-572B-14.htm#_ftn6


OMAR JAVIER GARCIA QUIÑONES 

ABOGADO  ESPECIALIZADO 

24 

 

Avenida 4E # 6-49 Ed. Centro Jurídico Oficina 328  - San José de Cúcuta 
Teléfono: 5482532 - 3108695598 Correo Electrónico: drpolifemo_1@hotmail.com 

  

Sin embargo, también ha dicho esta Corporación, el ejercicio del ius variandi no tiene un carácter absoluto, 

en la medida en que dicha potestad encuentra límites claramente definidos en la propia Constitución Política, 

especialmente, en las disposiciones que protegen los derechos de los trabajadores, o exigen que el trabajo 

sea desarrolle en condiciones dignas y justas. De igual manera, la Carta garantiza a los trabajadores el derecho 

a reclamar a sus empleadores la satisfacción de las garantías necesarias para el normal cumplimiento de sus 

labores con las condiciones señaladas en el artículo 53 superior[7]. 

  

7. En este orden de ideas, la jurisprudencia constitucional ha fijado condiciones que deben cumplirse para 

que la acción de tutela resulte procedente para discutir la validez constitucional de los traslados o 

reubicaciones laborales[8], pues al juez constitucional corresponde ponderar los derechos y principios en 

tensión, de una parte de los trabajadores a mantener las condiciones inicialmente pactadas y, de otra, de la 

administración a prestar el servicio en forma continua, eficiente y oportuna. Dentro de esas condiciones se 

encuentran las siguientes:  

 “(i) que la decisión sea ostensiblemente arbitraria, en el sentido que haya sido adoptada sin 

consultar en forma adecuada y coherente las circunstancias particulares del trabajador, e 

implique una desmejora de sus condiciones de trabajo[9]; y (ii) que afecte en forma clara, grave 

y directa los derechos fundamentales del actor o de su núcleo familiar” [10]. 

  

En relación con esta última condición, esto es, que se encuentre acreditada la afectación grave y directa de 

los derechos fundamentales del actor o de su núcleo familiar[11], en diferentes pronunciamientos, esta 

Corporación ha definido una serie de subreglas a partir de las cuales puede definirse si la decisión 

administrativa se mantuvo dentro de los márgenes de discrecionalidad autorizados por la ley y la Constitución 

o, por el contrario, se tornó en arbitraria y, por consiguiente, puede ser objeto de control de 

constitucionalidad concreto mediante el ejercicio de la acción de tutela, a saber: 

 
“a. Cuando el traslado laboral genera serios problemas de salud, ‘especialmente porque en la 

localidad de destino no existan condiciones para brindarle el cuidado médico requerido’[12]. 

  
 b. Cuando el traslado pone en peligro la vida o la integridad del servidor o de su familia[13]. 
  
c. En los eventos en que las condiciones de salud de los familiares del trabajador, pueden incidir, 
dada su gravedad e implicaciones, en la decisión acerca de la constitucionalidad del traslado. 
  
d. Y, en aquellos eventos donde la ruptura del núcleo familiar va más allá de una simple 
separación transitoria, ha sido originada por causas distintas al traslado mismo o se trata de 
circunstancias de carácter superable.[14]” 

  
Así las cosas, la jurisprudencia constitucional ha puesto de presente que dichos parámetros deben 

corresponder a situaciones en las que se evidencien cargas desproporcionadas e irrazonables para el servidor 

público, pues el solo hecho del traslado no implica ejercicio arbitrario de las funciones asignadas al 

nominador. De esta manera, únicamente pueden ser objeto de protección constitucional aquellas 

modificaciones de las condiciones laborales que impliquen cambios o alteraciones substanciales a la vida 

personal o familiar del trabajador[15]. 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-572B-14.htm#_ftn7
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-572B-14.htm#_ftn8
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-572B-14.htm#_ftn9
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-572B-14.htm#_ftn10
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-572B-14.htm#_ftn11
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-572B-14.htm#_ftn12
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-572B-14.htm#_ftn13
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-572B-14.htm#_ftn14
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-572B-14.htm#_ftn15
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 8. En conclusión, la intervención excepcional del juez de tutela frente a las controversias que se susciten en 

torno al tema de traslados laborales, se encuentra supeditada al análisis de las circunstancias que rodean 

cada situación particular y a la debida acreditación que de las mismas se haga en el caso concreto, a partir de 

lo cual puede determinarse la eventual existencia de una amenaza o vulneración grave de derechos 

fundamentales[16]. ”  

 

Sobre los traslados laborales  se ha dicho en la  Sentencia T-290/21   Referencia: Expediente 

T-8.100.309 Acción de tutela instaurada por Andrés Londoño Román contra la Dirección 

Ejecutiva de la Fiscalía General de la Nación Magistrada ponente: DIANA FAJARDO RIVERA 

Bogotá, D.C., treinta (30) de agosto de dos mil veintiuno (2021):   

 

2. Análisis de procedencia 

  
51.            La Sala Primera de Revisión advierte que la acción de tutela presentada por Andrés Londoño Román 
contra la Dirección Ejecutiva de la Fiscalía General de la Nación es improcedente. 
  
52.            De acuerdo con lo establecido en la Constitución Política, el Decreto 2591 de 1991 y la jurisprudencia 
constitucional, los requisitos de procedencia son los de (i) legitimación por activa, que consiste en que la acción 
de tutela puede ser usada por todas las personas cuyos derechos fundamentales se encuentren vulnerados o 
amenazados, por sí misma o por quien actúe a su nombre;[17] (ii) legitimación por pasiva, según el cual el 
amparo procede contra las acciones u omisiones de las autoridades públicas y -en ciertos eventos- de 
particulares;[18] (iii) inmediatez, que conlleva que no pueda transcurrir un tiempo excesivo, irrazonable o 
injustificado entre la actuación u omisión y el uso del amparo;[19] y (iv) subsidiariedad, que implica que la acción 
de tutela resulta procedente cuando no existen otros mecanismos de defensa judicial disponibles, cuando los 
mecanismos disponibles no resultan idóneos o eficaces para el caso concreto[20] o, cuando aun siéndolo, se 
requiere evitar la consumación de un perjuicio irremediable y se usa como mecanismo transitorio. 
  
53.            La jurisprudencia constitucional ha fijado los siguientes elementos para determinar la posible 
configuración de un perjuicio irremediable: (i) que se esté ante un perjuicio inminente o próximo a suceder, lo 
que exige un grado suficiente de certeza respecto de los hechos y la causa del daño; (ii) el perjuicio debe 
ser grave, esto es, que conlleve la afectación de un bien susceptible de determinación jurídica, altamente 
significativo para la persona; (iii) se requieran de medidas urgentes para superar el daño, las cuales deben ser 
adecuadas frente a la inminencia del perjuicio y, a su vez, deben considerar las circunstancias particulares del 
caso; y (iv) las medidas de protección deben ser impostergables, lo que significa que deben responder a 
condiciones de oportunidad y eficacia, que eviten la consumación del daño irreparable.[21] 
  
54.            En particular, sobre la procedencia de la acción de tutela respecto de las decisiones de traslado de la 
Fiscalía General de la Nación en ejercicio del ius variandi, la Corte Constitucional ha determinado que (i) por 
regla general, el acto administrativo que ordene un traslado debe ser discutido ante la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa a través del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, en el que pueden 
pedirse medidas cautelares, como sería la suspensión provisional del acto administrativo;[22] y (ii) de manera 
excepcional, esos actos administrativos pueden ser controvertidos mediante la acción de tutela, cuando la 
decisión (ii.1.) sea arbitraria, lo que se configuraría cuando sea adoptada sin consultar las circunstancias 
particulares del trabajador -por ejemplo, si el traslado le genera problemas de salud serios-, (ii.2.) no obedezca 
a las necesidades del servicio y desmejore las condiciones de trabajo, o (iii.3.) afecte de forma clara, grave y 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2014/T-572B-14.htm#_ftn16
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-290-21.htm#_ftn17
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-290-21.htm#_ftn18
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-290-21.htm#_ftn19
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-290-21.htm#_ftn20
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-290-21.htm#_ftn21
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-290-21.htm#_ftn22
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directa los derechos del accionante y su núcleo familiar.[23] Sobre la procedencia excepcional de la acción de 
tutela, la Corte ha precisado que no toda implicación en los derechos fundamentales tiene trascendencia 
constitucional, ya que de aceptar lo contrario, en la práctica se haría imposible la reubicación de los 
funcionarios de acuerdo con las necesidades y objetivos de la entidad empleadora. Además, ha resaltado que 
las circunstancias que ameriten un pronunciamiento de fondo por parte del juez de tutela, deben estar 
efectivamente acreditadas o probadas en el expediente.[24] 
  
55.            En el caso objeto de estudio la acción de tutela cumple con los requisitos de legitimación por activa, 
ya que fue presentada por Andrés Londoño Román, a quien presuntamente le vulneraron sus derechos 
fundamentales; legitimación por pasiva, puesto que se dirige contra la Dirección Ejecutiva de la Fiscalía General 
de la Nación, entidad pública a la que el accionante acusa de haber vulnerado sus derechos fundamentales con 
ocasión de la expedición de la Resolución N° 0001644 de 13 de agosto de 2020, por medio de la cual se ordenó 
su traslado a Putumayo; e inmediatez, en tanto se instauró oportunamente (19 de agosto de 2020), 
transcurriendo tan solo una semana desde la decisión cuestionada de la Administración. No obstante, no 
satisface el requisito de subsidiariedad, ya que contra el referido acto administrativo se encuentra en curso un 
proceso de nulidad y restablecimiento del derecho ante el Juzgado Quinto Administrativo del Circuito de 
Pereira, en donde incluso se decretó, como medida cautelar, la suspensión provisional de sus efectos. 
  
56.            Aunado a lo anterior, tampoco se avizora la posible configuración de un perjuicio irremediable, por 
cuanto no existe un perjuicio inminente, ya que como fue mencionado, los efectos de la Resolución N° 0001644 
de 13 de agosto de 2020 se encuentran suspendidos, razón por la que el accionante no será trasladado mientras 
se mantenga la medida cautelar, lo que a su turno desvirtúa la eventual existencia de un perjuicio grave, dado 
que al no ser trasladado, se siguen las recomendaciones consignadas en las historias clínicas, relacionadas con 
la contraindicación del cambio de lugar de trabajo.[25] En virtud de lo expuesto, tampoco deben 
adoptarse medidas urgentes e impostergables, por cuanto la medida cautelar dictada por el Juzgado Quinto 
Administrativo del Circuito de Pereira fue oportuna (el traslado no se había realizado porque el accionante se 
encuentra incapacitado,[26] es decir, si la incapacidad hubiera terminado el accionante habría tenido que 
cambiar de ciudad[27]) y es suficiente para evitar la configuración de un perjuicio en la salud del accionante, 
mientras esa autoridad judicial adopta una decisión definitiva sobre la demanda presentada por Andrés 
Londoño Román contra el acto administrativo de traslado. 
  
57.            Por tanto, la Sala Primera de Revisión confirmará la sentencia de tutela de segunda instancia, que 
declaró la improcedencia de la acción de tutela presentada por Andrés Londoño Román contra la Fiscalía 
General de la Nación. También ordenará comunicar esta decisión al Juzgado Quinto Administrativo del Circuito 
de Pereira. 
  

3. Síntesis de la decisión 
  
58.            Correspondió a la Sala Primera de Revisión estudiar la acción de tutela instaurada por Andrés 
Londoño Román contra la Dirección Ejecutiva de la Fiscalía, que a través de la Resolución N° 0001644 de 13 
de agosto de 2020 dispuso su traslado de la Dirección Seccional de Fiscalías de Risaralda a la Dirección de 
Protección y Asistencia de Putumayo. El accionante consideró que esa decisión, entre otras cosas, no estuvo 
motivada y no tuvo en cuenta su estado de salud y la afectación que podía tener en la unidad familiar. El 
amparo fue concedido por la Sala de Decisión Laboral N° 1 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 
sentencia revocada por la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, que declaró la 
improcedencia de la acción de tutela. La Sala Primera de Revisión decidió confirmar la sentencia de segunda 
instancia tras considerar que no se satisfizo el requisito de subsidiariedad, pero solo y en cuanto está en 
curso un proceso de nulidad y restablecimiento del derecho en el Juzgado Quinto Administrativo de Circuito 
de Pereira contra el acto administrativo de traslado, en el que fue decretada como medida cautelar la 

https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-290-21.htm#_ftn23
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-290-21.htm#_ftn24
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-290-21.htm#_ftn25
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-290-21.htm#_ftn26
https://www.corteconstitucional.gov.co/relatoria/2021/T-290-21.htm#_ftn27
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suspensión provisional de sus efectos, obteniendo así la protección inmediata que exigía su situación 
médica y laboral. También ordenó comunicar la decisión a dicha autoridad judicial. 
 

 

Y sobre el acoso laboral se hace necesario precisar la jurisdicción contenciosa ha dicho 

CONSEJO DE ESTADO SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVOSECCION PRIMERA 

Consejera ponente: MARIA ELIZABETH GARCIA GONZALEZ Bogotá, D.C., dieciséis (16) de 

octubre de dos mil catorce (2014) Radicación número: 25000-23-41-000-2014-01359-

01(AC) Actor: CAROLINA REYES DIAZ, :  

 

Por lo tanto, la Sala se aparta de lo afirmado por el Tribunal en cuanto al objeto de la 

presente solicitud de amparo, habida cuenta de que la expedición de la citada Resolución 

de reubicación no recoge la situación fáctica del caso concreto, que tiene que ver con el 

denominado acoso laboral de que trata la Ley 1010 de 2006, “Por medio de la cual se 

adoptan medidas para prevenir, corregir y sancionar el acoso laboral y otros 

hostigamientos en el marco de las relaciones de trabajo”, y frente al cual, la 

Jurisprudencia tanto de esta Corporación2 como de la Corte Constitucional, ha precisado 

lo siguiente: “De conformidad con lo establecido en el artículo 2 de la Ley 1010 de 2006, 

el acoso laboral es toda conducta persistente y demostrable, ejercida sobre un empleado 

o trabajador por parte de un empleador, un jefe o superior jerárquico inmediato o 

mediato, un compañero de trabajo o un subalterno, encaminada a infundir miedo, 

intimidación, terror y angustia, a causar perjuicio laboral, generar desmotivación en el 

trabajo, o inducir la renuncia del mismo. El mismo artículo dispone que el acoso laboral 

puede darse, entre otras, bajo las siguientes modalidades generales: “1. Maltrato laboral. 

Todo acto de violencia contra la integridad física o moral, la libertad física o sexual y los 

bienes de quien se desempeñe como empleado o trabajador; toda expresión verbal 

injuriosa o ultrajante que lesione la integridad moral o los derechos a la intimidad y al 

buen nombre de quienes participen en una relación de trabajo de tipo laboral o todo 

comportamiento tendiente a menoscabar la autoestima y la  dignidad de quien participe 

en una relación de trabajo de tipo laboral. 2. Persecución laboral: toda conducta cuyas 

características de reiteración o evidente arbitrariedad permitan inferir el propósito de 

inducir la renuncia del empleado o trabajador, mediante la descalificación, la carga 

excesiva de trabajo y cambios permanentes de horario que puedan producir 

desmotivación laboral. 3. Discriminación laboral: todo trato diferenciado por razones de 

raza, género, origen familiar o nacional, credo religioso, preferencia política o situación 

social o que carezca de toda razonabilidad desde el punto de vista laboral. 4. 

Entorpecimiento laboral: toda acción tendiente a obstaculizar el cumplimiento de la labor 

o hacerla más gravosa o retardarla con perjuicio para el trabajador o empleado. 
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Constituyen acciones de entorpecimiento laboral, entre otras, la privación, ocultación o 

inutilización de los insumos, documentos o instrumentos para la labor, la destrucción o 

pérdida de información, el ocultamiento de correspondencia o mensajes electrónicos. 5. 

Inequidad laboral: Asignación de funciones a menosprecio del trabajador. 6. 

Desprotección laboral: Toda conducta tendiente a poner en riesgo la integridad y la 

seguridad del trabajador mediante órdenes o asignación de funciones sin el cumplimiento 

de los requisitos mínimos de protección y seguridad para el trabajador”. En suma, el acoso 

laboral puede ser una práctica tristemente presente en los sectores público y privado, en 

la que, de manera recurrente o sistemática, se ejercen contra un trabajador actos de 

violencia psicológica, que incluso pueden llegar a ser físicos, encaminados a acabar con su 

reputación profesional o autoestima, agresiones que, además, pueden generar 

enfermedades profesionales, en especial, “estrés laboral”, y que en muchos casos inducen 

al trabajador a renunciar.” (Las negrillas y subrayas no son del texto original).  

 

Ahora bien, en cuanto a la procedencia de la acción de tutela frente a las conductas 

descritas en precedencia, la citada sentencia agregó: “La Corte Constitucional ha 

establecido que en los casos de acoso laboral, si bien la Ley 1010 de 2006 consagra una 

serie de medidas encaminadas a prevenir, corregir y sancionar las conductas constitutivas 

de acoso, violencia y hostigamientos en el marco de las relaciones de trabajo, cuando el 

acoso tiene lugar en el sector público, la víctima del mismo cuenta tan sólo con la vía 

disciplinaria para la protección de sus derechos, mecanismo que no sólo es de carácter 

administrativo y no judicial en los términos del artículo 86 Superior, sino que no resulta 

ser eficaz para el amparo del derecho fundamental a gozar de un trabajo en condiciones 

dignas y justas. Dice la Corte que para el caso del sector público, el legislador no previó la 

puesta en marcha de medidas preventivas, como sí su sucede en el ámbito privado. Que 

no sólo la vía disciplinaria no es tan rápida como la tutela, sino que, además, por medio 

de ella, no se puede lograr el traslado del trabajador o, al menos, la imposición de una 

orden al superior para que cese de inmediato en su conducta. Que, adicionalmente, el 

mencionado mecanismo no tiene efectos frente a particulares como, por ejemplo, las 

Aseguradoras de Riesgos Profesionales cuando éstas se nieguen a practicar exámenes 

médicos para calificar el origen de una enfermedad profesional (estrés laboral). Entonces, 

al igual que la Corte Constitucional, la Sala estima que para los casos de acoso laboral que 

se presenten en el sector público, la vía disciplinaria puede no ser un mecanismo efectivo 

para la protección de los derechos de los trabajadores. Y, por ende, la tutela resulta ser el 

instrumento idóneo, sin perjuicio, por supuesto, de la responsabilidad disciplinaria que se 

pueda imputar al sujeto activo de la conducta que sanciona la Ley 1010 de 2006.” (Las 

negrillas y subrayas no son del texto original). En ese orden de ideas, comoquiera que la 

demandante asegura que ha sido reubicada del área de trabajo en cuatro oportunidades, 

en menos de siete meses; que se le han hecho descuentos salariales superiores al 50% de 
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su ingreso mensual; que se le han iniciado investigaciones disciplinarias 

injustificadamente, por haberse ausentado del lugar de trabajo para atender una 

incapacidad médica de su hijo menor, de 19 meses de edad, pues es la única responsable 

del mismo; que movida en desesperación por toda la situación presentó renuncia a su 

cargo, la cual fue rechazada por la empleadora con el argumento de que no se ajustaba a 

los requerimientos de Ley y que presentó ante la misma entidad demandada una queja 

por acoso laboral, la cual no ha sido resuelta, no existe lugar a duda alguna de que la 

conducta presuntamente vulneradora de derechos fundamentales, en el caso concreto, 

tiene que ver con hechos que pueden constituir acoso laboral, frente al cual, como quedó 

visto, la acción de tutela sí es procedente. 

 

MANIFESTACION  

 

Mi cliente manifiesta bajo gravedad de juramento que la presente acción de tutela es la 

única que se ha presentado por los mismos hechos y partes, y que en el transcurso del mes 

se presentara la solicitud de conciliación prejudicial como la demanda contenciosa por el 

mecanismo de control de nulidad y restablecimiento del derecho .  

RELACION DE PRUEBAS  

 Solicito al despacho sean tenidos  
 
1. SALUD 
 

 Certificación de Incapacidad Médica de fecha 5 de agosto de 2021 expedida por el 
Doctor CARLOS ENRIQUE CHACON VILLAMIZAR. 

 Epicrisis de fecha 5 de agosto de 2021 expedida por el Doctor CARLOS ENRIQUE 
CHACON VILLAMIZAR. 

 Evolución Médica de fecha 21 de junio de 2022 expedida por el Profesional MIGUEL 
JESUS ACEVEDO CARDOZO. 

 Prescripciones Médicas de fecha 21 de junio de 2022 expedida por el Profesional 
MIGUEL JESUS ACEVEDO CARDOZO. 

 Indicación Médica – Evolución Institucional de fecha 21 de junio de 2022 expedida 
por el Señor MIGUEL JESUS ACEVEDO CARDOZO. 

 Interconsultas de fecha 21 de junio de 2022 expedida por el Médico General MIGUEL 
JESUS ACEVEDO CARDOZO. 

 Certificado de incapacidad médica de fecha 21 de junio de 2022 expedida por el 
Doctor MIGUEL JESUS ACEVEDO CARDOZO. 

 Indicaciones Post Procedimiento Acceso Femoral de fecha 16 de septiembre de 2022 
expedida por el Doctor JUAN MANUEL CAMARGO BALLESTAS. 
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 Estudio Electrofisiológico más Ablación de fecha 16 de septiembre de 2022 expedida 
por JUAN MANUEL CAMARGO BALLESTAS. 

 Interconsulta de Fecha 28 de febrero de 2023. 

 Consulta Externa, ESE HOSPITAL MENTAL RUDESINDO SOTO de fecha 01 de marzo 
de 2023 expedido por la Doctora GLORIA INES BLANCO. 

 Orden de Procedimientos ESE HOSPITAL MENTAL RUDESINDO SOTO de fecha 01 de 
marzo de 2023 expedido por la Doctora GLORIA INES BLANCO. 

 Formula Médica ESE HOSPITAL MENTAL RUDESINDO SOTO de fecha 01 de marzo de 
2023 expedido por Doctora GLORIA INES BLANCO. 

 Sistema de Registro Clínico Avicena – Historia Clínica No. 60361534 de fecha 01 de 
marzo de 2023 – Atención del Paciente 28 de febrero de 2023 

 Sistema de Registro Clínico Avicena – Historia Clínica No. 60361534 de fecha 01 de 
marzo de 2023 – Atención del Paciente 25 de abril de 2022. 

 Sistema de Registro Clínico Avicena – Historia Clínica No. 60361534 de fecha 01 de 
marzo de 2023 – Atención del Paciente 25 de abril de 2022 

 Sistema de Registro Clínico Avicena Historia Clínica No. 60361534 de fecha 01 de 
marzo de 2023 – Atención del Paciente 24 de mayo de 2022. 

 Sistema de Registro Clínico Avicena – Historia Clínica No. 60361534 de fecha 01 de 
marzo de 2023 – Atención del Paciente 15 de noviembre de 2022. 

 Evolución Médica de fecha 02 de marzo de 2023 expedida por Doctor MIGUEL JESUS 
ACEVEDO CARDOZO. 

 Certificado de Incapacidad Médica de fecha 08 de marzo de 2023 – Centro de 
Especialistas San José – Expedido por el Doctor VICTOR ENRIQUE ANTOLINEZ AYALA. 

 Oficio de fecha 08 de marzo de 2023 expedido por el Doctor VICTOR ENRIQUE 
ANTOLINEZ AYALA – Fisioterapia: Espalda 20 sesiones. 

 
 
2. ACOSO 
 

 Circular RDE – GTH – 001 del 5 de enero de 2022 de Registraduría Nacional del 
Estado Civil Firmada por JOSE DARIO CASTRO URIBE (Gerente del Talento Humano) 
y ROBERTO CADAVID (Director Censo Electoral) 

 CIRCULAR GTH – 027 del 5 de marzo de 2021 de Registraduría Nacional del Estado 
Civil, Firmada por JOSE DARIO CASTRO URIBE (Gerente del Talento Humano) 

 Circular DRN – GTH – 111 de fecha 24 de noviembre de 2021 de Registraduría 
Nacional del Estado Civil Firmada por JOSE DARIO CASTRO URIBE (Gerente del 
Talento Humano) y NICOLAS FARFAN NAMEN (Registrador Delegado en lo Electoral). 

 Planilla de Control Horario Laboral de Registraduría Nacional del Estado Civil – Junio 
2022. 

 Planilla de Control Horario Laboral de Registraduría Nacional del Estado Civil – 
Marzo. 
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 Comunicaciones vía correo electrónico entre 28 de enero de 2020 y 28 de febrero 
de 2023 con asunto: SOLICITUD COPIA DE ACTA SOCIALIZADA. 

 Comunicaciones vía correo electrónico entre 10 de febrero de 2023 y 14 de febrero 
de 2023 con asunto: Atención al público oficina de registro civil. 

 Comunicaciones vía correo electrónico de fecha 15 de febrero de 2023 con asunto: 
Saldo de Compensatorios Internos. 

 Acta de Reuniones y Compromisos No. 001 de Registraduría Nacional del Estado Civil 
de fecha 21 de febrero de 2023. 

 Comunicación vía correo electrónico de fecha 27 de febrero de 2023 en la que se 
solicita copia de acta de la reunión socializada. 

 Comunicaciones realizadas vía correo electrónico al Señor Registrador Nacional, 
ALEXANDER VEGA ROCHA entre 28 de febrero de 2023 y 01 de marzo de 2023 y 
comunicaciones vía correo electrónico sobre solicitud de radicado No. 007791. 

 Primera comunicación realizada al Registrador Nacional ALEXANDER VEGA ROCHA 
de fecha 01 de marzo 2023 vía correo electrónico con asunto: Solicitud Respetuosa. 

 Comunicación vía correo electrónico con el funcionario GRADY JHOAN TASCO 
QUINTERO de fecha 10 de marzo de 2023 en la que se deja constancia de que el 
oficio adjunto no está dirigido hacia la Señora ELIZABETH MARTINEZ LAVERDE. 

 Correo electrónico enviado por la Doctora EDDY AURORA MORANTES ARIAS de 
fecha 02 de marzo de 2023 en el que se adjunta Certificación de saldo de 52 horas 
de compensatorios internos de la funcionaria ELIZABETH MARTINEZ LAVERDE, 
expedido el 02 de marzo de 2023 por la Doctora EDY AURORA MORANTES ARIAS. 

 
3. TRASLADO 
 

 Resolución No. 4296 del 2023 de fecha 24 de febrero de 2023 de la Registraduría 
Nacional del Estado Civil. 

 Oficio RN DNS 0528 de la Registraduría Nacional del Estado Civil de fecha 01 de 
marzo de 2023 con asunto: Comunicación Resolución 4296 del 2023. 

 
4. TUTELA 
 

 Registro Civil de Nacimiento del Joven THUBAL ALEJANDRO CONTRERAS MARTINEZ 
con indicativo serial No. 50093023. 

 Constancia de estudio del Joven THUBAL ALEJANDRO CONTRERAS MARTINEZ por 
parte de Institución Educativa Colegio Calasanz Cúcuta debidamente enviado por 
correo electrónico de fecha 06 de marzo de 2023. 

 Poder debidamente otorgado por la Señora ELIZABETH MARTINEZ LAVERDE para 
interponer Acción de Tutela en contra del REGISTRADOR NACIONAL Doctor 
Alexander Vega Rocha y sus DELEGADOS DEL REGISTRADOR NACIONAL DEL ESTADO 
CIVIL DE NORTE DE SANTANDER Señores JOSE DEL CARMEN ORTIZ RANGEL Y JESUS 
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ENRIQUE ROLÓN ROLÓN, enviado mediante correo electrónico de fecha 5 de marzo 
de 2023. 

 

PETICION DE PRUEBAS  

Solicito al Señor JUEZ ordene a la personas naturales vinculadas como representantes del 

Estado en este caso LA REGISTRADURIA NANCIONAL DEL ESTADO CIVIL, que hagan un 

informe detallado sobre los hechos de la presente acción de tutela, y que responda de 

manera clara, precisa y explicativa de cada uno los puntos señalados, so pena de los mismos 

guarden en el caso de no ser satisfactoria la respuestas sean presumidos como ciertos.  

 

PETICIONES ESPECIFICAS DE PRUEBAS  

 

1. Al Señor ALEXANDER VEGA ROCHA quien funge como REGISTRADOR NACIONAL 

informe lo siguiente:  

 

A. Que tramite ha dado a la queja presentada por mi cliente por el acoso laboral 

del señor JOSE DEL CARMEN ORTIZ 

 

B. Si al tomar la decisión de traslado evaluó con la oficina de talento humano de la 

entidad el estado de salud de mi cliente. 

 

 

C. Quien recomendó el traslado de la Señor ELIZABETH MARTINEZ LAVERDE a la 

CIUDAD DE GIRARDOT para desempeñar funciones electorales, y especifique la 

necesidad del servicio por talento humano.  

 

D. Cuantos traslados basados en el art. 67 de la ley 1350 del 6 de agosto de 2019 

se ha realizado con ocasión de la expedición de la resolución 28229 del 14 de 

octubre de 2023 y nombre de los servidores públicos y lugar de ubicación y 

adonde fueron traslados con número de resolución.  

 

E. Especifique cuantos compensatorios se le adeudan a mi cliente por las vigencias 

2019, 2020,2021,2022, y cuales ha utilizado.  

 

F. Cuantas incapacidades mi cliente ha presentado por las vigencias 2019, 2018, 

2020,2021,2022.  
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G. Cuantas vacaciones ha disfrutado mi cliente de las vigencias las vigencias 2019, 

2018, 2020,2021,2022, adjuntar resoluciones y cuantas se le adeudan. 

 

H. Allegar el historial laboral de asignaciones de funciones, traslados internos 

dentro de la delegada de cucuta de mi cliente. 

 

I. Solicitar a la oficina de talento humano alleguen todas las comunicaciones via 

correo electrónico realizadas para la legalización de los compensatorios.  

 

J. Certificar y allegar la hoja de vida laboral en link de la trabajadora completa 

desde su vinculación.  

 

K. Allegar el acta del 9 de febrero de 2023 del Señor DELEGADO JOSE DEL CARMEN 

ORTIZ con los delegados de Cúcuta  

 

2. Al Señor DELEGADO JOSE DEL CARMEN ORTIZ informe:  

 

a. De donde saco información que mi cliente no tenía compensatorios. 

 

b. Si el delegado informo por escrito por correo electrónico  a la REGISTRADURIA 

NACIONAL DEL ESTADO CIVIL si la Señora ELIZABETH MARTINEZ LAVERDE estaba 

obstaculizando procedimientos propios de su oficina o realizando actuaciones 

fraudulentas, o presento queja alguna contar esta.  

 

 

c. Haga entrega del acta del 9 de febrero de 2023 enunciada en el acta del 22 de 

febrero de 2023. 

 

3. Oficina de talento humano de la Registraduria  

 

a. Allegue copia de todos los correos cruzados con la señora ELIZABETH MARTINEZ 

LAVERDE con ocasión de sus incapacidades y compensatorios 2019,2018, 

2020,2021, y 2022. 

 

b. Allegue estudio de reubicación de la señora ELIZABET MARTINEZ LAVERDE, con 

ocasión de su enfermedad a partir de agosto de 2022.  
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4. Registraduria especial de Cúcuta señores EDY AURORA MORANTES y  DIOMAR 

VELASQUEZ  para que especifique  las funciones desarrollan mi cliente y si conocen 

de los problemas de estrés laboral.  

 

5. Solicítese a la CLINICA NORTE copia integral de la historia clínica de mi cliente.  

 

COMPETENCIA  

 

Por ser una tutela involucra el REGISTRADOR NACIONAL conforme al DECRETO 333 DE 2021 

del PRESIDENTE DE LA REPUBLICA en su art. 1 numeral 3 es competente los tribunales.  

 

NOTIFICACIONES  

 

Del Señor Juez,  notifíquese a todos los integrantes por ser correos públicos a sus oficinas 

respectivas,  

 

 

 

OMAR JAVIER GARCIA QUIÑONES 

C.C. 88.213.586  de Cúcuta 

T. P. No. 89.649 del Consejo Superior de la Judicatura 

 

 

 












































































































